Las radios y televisoras comunitarias desde la Ley 26522 


En nuestro proyecto analizamos estrategias, condiciones y desafíos de las radios y televisoras 
comunitarias de tres regiones de la Argentina (Metropolitana, Centro y Cuyo) desde la entrada en 
vigencia de la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual en 2010. 

Nuestro interrogante-problema fue: 

• ¿Cuáles son las recurrencias y variaciones en las estrategias tendientes a asegurar su 
sostenibilidad institucional, económica, de producción, y de inserción social y territorial, 
desarrolladas, desde la entrada en vigencia de la Ley 26522, por 6 radios y 3 televisoras 
comunitarias de CABA, Córdoba Capital, Salsipuedes y Cura Brochero (Córdoba), San Luis y 
Guaymallén (Mendoza); 

• en qué medida se comprenden y explican en relación a sus condiciones de producción; 

• y qué recomendaciones es posible derivar de ellas para las políticas de comunicación dirigidas 
al sector, estrategias de los propios medios y políticas de promoción del conocimiento 
científico sobre comunicación comunitaria? 

La radiodifusión comunitaria tiene una larga historia en el país y sus redes han sido las 
principales impulsoras de una ley de radiodifusión de la democarcia. No obstante, constituyen el 
sector más débil de la radiodifusión. 

La entrada en vigencia de la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual abrió, para estos 
medios, un escenario inédito en la historia de la radiodifusión argentina al reconocerles derechos. 
Al mismo tiempo, les planteó obligaciones que implicaron nuevos desafíos vinculados, sobre 
todo, a su sostenibilidad. Al proyecto, diseñado en 2014 le interesaba avanzar sobre este punto. 

Sin embargo, cuando comenzaron a financiarnos, en diciembre de 2015, el Poder Ejecutivo 
Nacional modificó sustancialmente la LSCA mediante los DNU 13 y 267. Si bien no cambió la 
mayoría de los artículos específicamente referidos a los medios no lucrativos -excepto a las 
cooperativas que proveen televisión por cable-, las reformas producidas implican la pérdida de 
su representación en el COLECA e impactan en sus posibilidades de legalización, al subir o 
eliminar los topes de concentración de la propiedad y extender el plazo de explotación de las 
licencias audiovisuales vigentes. En tanto, prácticamente se paralizaron las políticas de 
legalización y de promoción del sector. Por ende, el cambio de escenario profundiza la 
preocupación por la sostenibilidad de estas emisoras. 



Estado de avance 1: desarrollo teórico 


En primer lugar, definimos la sostenibilidad de las radios y televisoras comunitarias, a partir de 
diversos abordajes teóricos, como su capacidad para superar los conflictos internos y las 
dificultades externas. Por lo tanto, la sostenibilidad de las emisoras no lucrativas implica el 
desarrollo de sus estrategias en busca de los ideales planteados, en el marco de ciertas 
condiciones, y a partir de una determinada posición. Según las dimenciones, categorías e 
indicadores que construimos, la sostenibilidad excede la dimensión económica e incluye también 
las dimensiones institucional, social y de producción, estrechamente ligadas unas a otras. 

La dimensión económica de la sustentabilidad está referida a las modalidades de financiamiento 
y a las estrategias de obtención de recursos fundamentales para el funcionamiento del medio. 
Alude al proceso que posibilita la perdurabilidad de la iniciativa en el tiempo, su fortalecimiento 
estructural y la posibilidad de realizar ajustes y cambios necesarios, a través de mecanismos e 
instrumentos adecuados para su continuidad y proyección. 

En tanto, la dimensión institucional está referida a las formas de organización de cada 
experiencia, y a sus vínculos con los actores de su entorno específico. En esta dimensión, se debe 
considerar una organización interna sólida y democrática, que permita desarrollar un adecuado 
conocimiento, acercamiento y sintonía con las comunidades y poblaciones en las que están 
insertas; propiciar una amplia y diversa articulación con otros medios, organizaciones e 
instituciones que compartan objetivos y sentidos de la acción, entre otros objetivos. 

Por otra parte, la dimensión social hace referencia a la inserción social del medio y a las formas 
de articulación con su comunidad, el Estado, otras organizaciones y otras emisoras del sector. En 
particular, da cuenta de las relaciones de los medios comunitarios con sus públicos por medio de 
sus estrategias de información, educación, generación de opinión, recreación. Esto se vincula con 
las posibilidades de que las poblaciones, comunidades, organizaciones sociales, universidades, 
gremios, etc. puedan hacer ejercicio efectivo del derecho a comunicar, no sólo como públicos 
sino también como productores y participantes en los medios de comunicación. 

Finalmente, la dimensión de producción apunta a observar las dinámicas y criterios de 
contenidos y programación de las emisoras. Muestra su capacidad de dar continuidad a la 
propuesta de cada medio. Las estrategias de producción se vinculan a preguntas sobre cómo 
ganar a la masividad, que se quiere mostrar, con qué sentido. 



Estado de avance 2: análisis de las políticas dirigidas al sector 


Las estrategias de las emisoras no lucrativas se producen en condiciones que son definidas, 
principalmente, por las políticas de comunicación destinadas al sector y el mercado de medios. 

Esas políticas los excluyeron legalmente de la posibilidad de prestar servicios de radiodifusión 
hasta hace apenas una década, y no se establecieron políticas de fomento hasta hace menos de 5 
años. Además, esos avances han sido interrumpidos en el último año. 

En cambio, el Estado ha tenido una fuerte y activa política de promoción de los medios con fines 
de lucro y una sostenida política de mantenimiento y, en la última década, también de 
fortalecimiento de los medios estatales. Asimismo, los diversos gobiernos, al menos desde la 
década de 1990, han sostenido políticas de fomento a otras industrias y actividades culturales 
como el cine, el teatro y la música. 

En estos casos, la necesidad de promoción no se basa en su rentabilidad económica, ni en la 
cantidad de audiencias alcanzadas, sino en su valor social, cultural, político y económico. 
Valores similares a los que fundan la necesidad de promover los medios sociales. Se pone así de 
manifiesto la existencia de profundas desigualdades en materia de políticas de comunicación en 
detrimento de las emisoras comunitarias, populares y alternativas con respecto a otros medios 
audiovisuales y otras industrias culturales. 

Esto se reactualiza a partir de diciembre de 2015. Las políticas del gobierno de la Alianza 
Cambiemos dirigidas a los medios sin fines de lucro se caracterizan, por un lado, por decomisos 
a emisoras comunitarias que padecen la ilegalidad en diferentes puntos del país. Ilegalidad que es 
consecuencia de que el Enacom no llama a concursos de licencias para radios, no asigna 
frecuencias a emisoras de baja potencia, no regulariza de manera justa e integral el uso del 
espectro en zonas de conflicto, ni establece un plan técnico de frecuencias. 

Por otro lado, el Enacom intima a las emisoras por supuestas irregularidades en la rendición del 
Fondo de Fomento Concursable para Medios de Comunicación Audiovisual. Si bien el Estado 
tiene el deber de controlar el uso de fondos públicos, el sinsentido de muchas de las 
observaciones recibidas habla, antes que de un control racional y justo, de una estrategia de 
dilación y desprestigio que dificulta el acceso a los fondos previstos en la ley. Esto sucede 
cuando es también el Estado el que incumple la Ley 26522 al discontinuar la ejecución de este 
Fondo. 



Avance 3: estrategias de los medios 


El análisis de casos nos permitió corroborar que la mayor o menor fortaleza de las emisoras 
aparece vinculada: 

• a su situación legal (sólo 3 de las 9 tienen licencia, autorización o permiso y sólo 1 no lo 
buscó) que incide directamente en su protección o no frente a eventuales decomisos y en 
sus posibilidades de acceder a financiamiento estatal; 

• los vínculos con organismos del Estado, tanto nacional como local, para acceder a planes 
de fomento (FOMECA, Ley de Medios Vecinales y Ley de Mecenazgo) o para obtener 
subsidios para su funcionamiento (programa del Ministerio de Trabajo de la Nación) 

• sus redes organizacionales, institucionales y de vinculación con la comunidad para 
generar financiamiento (caso de La Bulla y Masi que aún sin transmitir siguen recibiendo 
financiamiento de sus comunidades universitaria y boliviana; o instalaciones de 
cooperativas y movimiento social en Gráfica, Sur, La Bulla, BTV) y protección ante 
eventuales allanamientos y decomisos (Masi quedó expuesta); 

• a la capacidad de gestión de recursos que tengan, y esto, a su vez, está ligado con la 
posibilidad de contar con integrantes que puedan dedicarse exclusiva o principalmente a 
esas tareas; y 

• a las competencias de gestión de las/os integrantes de cada colectivo adquiridas a lo largo 
de su trayectoria. 

• las condiciones socio-políticas de cada región en que se encuentran las emisoras: CABA 
dipsone de más recursos de infraestructura, recursos materiales y económicos, vínculos 
con organizaciones y gremios, las sedes de las redes, posibilidades de capacitación, 
acceso a afsca y enacom central. 

• Sus opciones estratégicas: pertenencia o no a redes y a cuáles 

• Las políticas de comunicación: no sólo las regulaciones (la ley o los decretos y 
resoluciones), sino también las actuaciones de sus funcionarios (Afsca acuerdo informal, 
los dejó desprotegidos, especialmente en las provincias, en lugar de avanzar en la 
legalización). Y ahora se nota un impacto hasta subjetivo de desánimo en los integrantes 
de cada colectivo ante las nuevas políticas que los ponen “bajo sospecha”. 



Avance 4: audiencias 


Ya lo hicimos en Barricada TV en CABA, mañana se hacen otros tres en CABA, Córdoba y 
Mendoza. 


Avance 5: intervenciones públicas 

Hemos participado de tres instancias de análisis y propuestas de políticas públicas para el sector: 

• En la audiencia de la Región Centro organizada por la Defensoría del Público de Servicios de 
Comunicación Audiovisual en agosto en Ciudad de Buenos Aires 

• En el Foro Comunicaciones, Democracia y Convergencia organizado en septiembre en Jujuy 
por Fadeccos y Redcom. 

• Se presentó una propuesta escrita a la Comisión Redactora del Proyecto de Ley de 
Comunicaciones Convergentes. 

• Y hemos publicado tres notas de divulgación en prensa escrita. 


Cierre 


• Apostamos a fortalecer la investigación académica rigurosa que aporte nuevos datos a la 
comprensión de las estrategias y condiciones de sostenibilidad de las emisoras 
comunitarias, y al papel del vínculo con los públicos. 

• Al mismo tiempo, optamos por tomar posición del lado del derecho a comunicar, y la 
necesidad de legalización y fomento de los medios no lucrativos. 

• Trabajamos también para fortalecer la investigación federal, colaborativa, en red, 

• financiada y realizada por instituciones públicas, y sobre temas de interés social y 
político. 

• Que publica en acceso abierto 

• Que participa del debate público 

• Que formula recomendaciones para políticas públicas 



